	Fecha
	17 de setiembre de 1956
	Sesión número
	49

	Motivo: Amparo

	Recurrente: CARLOS MANUEL REYES ZAMORA

	Recurrido: PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA Y MINISTRO DE GOBERNACIÓN

	Objeto del recurso: El recurrente objeta que se le prohibió realizar transmisiones de televisión por circuito cerrado con fines comerciales, sin razón aparente.

	Respuesta del recurrido: La televisión en sí debe considerarse un servicio inalámbrico, aunque se trate de circuito cerrado.

	Parte dispositiva
	Con lugar (no hubo causa justa para rechazar la solicitud). VS de los Magistrados Ramírez y Jugo.


N° 49
SESIÓN ORDINARIA DE LA CORTE PLENA efectuada a las catorce horas del día diecisiete de setiembre de mil novecientos cincuenta y seis, con asistencia inicial de los Magistrados Baudrit (Presidente), Elizondo, Quirós, Ávila, Bejarano, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jiménez y del suplente Cruz Bolaños.
Artículo XIII
Se entró a conocer del recurso de Amparo formulado por el ingeniero CARLOS MANUEL REYES ZAMORA contra los señores Presidente de la República y Ministro de Gobernación, por considerar que el rechazo de la solicitud formulada por el quejoso para que se le permitiera efectuar transmisiones de televisión en circuito cerrado con fines comerciales, es violatoria de los artículos 11, 25, 26, 28, 29, 46, 56 y 89 de nuestra Carta Magna.
El actor, en memorial del veinte de agosto del corriente año, pide que se declare con lugar sin más trámite el presente recurso, de conformidad con el artículo 10 de la ley respectiva, porque a su juicio el informe solicitado a los demandados fue presentado vencido el plazo de veinticuatro horas concedido para rendirlo.

El artículo 22 de la Ley de Amparo establece que, a falta de disposición expresa de la misma, se aplicarán, en cuanto quepan, las de los Códigos Procesales y las de la Ley Orgánica del Poder Judicial. La Ley de Amparo no contiene disposición alguna en relación al cómputo de términos, por lo que deben aplicarse las normas señaladas en los Códigos procesales. El Código de Procedimientos Civiles, en sus artículos 105, 106 y 107, establece que los términos judiciales, si la ley no determina otro punto de partida, comienzan a correr al empezar el día inmediato siguiente a aquel en que hubiere quedado notificada la resolución respectiva a todas las partes; que cuando se fije un término de veinticuatro horas, se entiende reducido a las que fueren de despacho del día en que comience a correr, y que en los términos por días no se cuentan los inhábiles. Esas mismas disposiciones se encuentran reproducidas en el Código de Procedimientos Penales, en su artículo 118. La última notificación de la providencia en que se solicitaba informe a los funcionarios demandados fue hecha a las diez horas y cuarenta y cinco minutos del dieciocho de agosto último, que fue sábado; el día siguiente, domingo, era inhábil por ser feriado por ley; de acuerdo con las disposiciones legales transcritas, el término de veinticuatro horas concedido comenzó a correr al empezar el día hábil inmediato siguiente, sea el lunes veinte de ese mes, venciendo a la hora de cerrar el despacho ese día, sea a las cinco de la tarde. El informe se recibió a las diez horas y treinta y dos minutos del citado día veinte de agosto, sea, pues, oportunamente.
Los señores Presidente de la República y Ministro de Gobernación, en su contestación al presente recurso, lo atacan, en primer lugar, por motivos de forma, que según ellos impedían su tramitación. Los motivos alegados son los siguientes: 1° - Que no se dieron el nombre ni las calidades del señor Presidente de la República. 2° - Que se dio curso a la demanda contra el señor Presidente, cuando la misma respecto a este funcionario fue establecida con carácter subsidiario; y 3° - Que no hubo una separación debida de los hechos en que se basa la acción. En lo que se refiere al primer reclamo, cabe observar que el recurso de Amparo no es formal, y no puede exigirse respecto de este los requisitos señalados por el artículo 208 del Código de Procedimientos Civiles para la demanda ordinaria, como lo pretende la parte querellada. La ley respectiva lo que pide es que quede claramente establecido el funcionario contra quien se dirige. El artículo 8° dice: “El recurso de amparo expresará con la mayor claridad posible, el hecho o la omisión que lo motiva, el derecho que se considera lesionado, el funcionario o empleado autor de la amenaza o el agravio y las pruebas del cargo”. La segunda objeción también es infundada, pues de manera categórica se expresa en el libelo respectivo que se recurre “contra resoluciones del Presidente de la República y contra el señor Ministro de Gobernación”; de modo, pues, que el recurso abarca a ambos funcionarios. El que se involucrara en la sección de hechos del recurso, tanto los que lo son como otros que no tienen ese carácter, tampoco impedía la tramitación del mismo, ya que este no está sujeto a formalidades de ninguna especie, bastando que se exprese con la claridad posible el hecho o la omisión que lo motiva (artículo 8° de la Ley de Amparo).

En cuanto al fondo del negocio. El argumento fundamental en que se basa el recurso es el de que la televisión en circuito cerrado, entendiéndose por tal el que se opera únicamente mediante cables y no por medio de antena, no es un servicio inalámbrico, y por consiguiente, no está incluido en las restricciones señaladas en el aparte c) del inciso 14 del artículo 121 de la Carta Magna, ni en las disposiciones de la Ley N° 1758 de 19 de junio de 1954, que desarrolla aquel precepto constitucional.
Los dos puntos esenciales a resolver son los siguientes: a) si la televisión, en la forma en que se solicita su funcionamiento por la parte actora, puede considerarse como un servicio inalámbrico para quedar sujeto a las restricciones del aparte c) del inciso 14 del artículo 121 de la Constitución Política; y b) si la Ley número 1758 abarca la televisión en todas sus formas de operar. En cuanto a lo primero, resulta indiscutible que si las transmisiones se verificarán únicamente mediante cables y no por antena, no pueden considerarse como inalámbricas, por más que los aparatos respectivos estén acondicionados para operar en ambas formas. Respecto a lo segundo, la cuestión es de interpretación de las disposiciones consignadas en la citada ley, en especial las contenidas en el párrafo segundo del artículo 9 y en el artículo 10. El párrafo segundo del artículo noveno dice literalmente: “El Ministerio de Gobernación, de acuerdo con el Departamento de Control Nacional de Radio, elaborará un reglamento que ofrezca las mayores facilidades técnicas en el ramo de Televisión, ciñéndose a los acuerdos internacionales  suscritos por Costa Rica, como contribución al desarrollo de esa ciencia”. ¿Puede deducirse de lo transcrito que el legislador quiso abarcar la televisión en cualquiera de sus formas de operar; o, por el contrario, debe interpretarse que por tratarse de una disposición contenida en una ley que regula los servicios inalámbricos, se refiere únicamente a esta clase de servicios? Lo aceptable es lo último, sobre todo si se relaciona esa disposición con la del párrafo g) del artículo 4° de la misma ley, que establece también que las radiodifusoras de televisión operarán de acuerdo con el reglamento que dictará el Ministerio de Gobernación, y donde se dice en forma concreta que ese reglamento se emitirá “según los patrones técnicos y normas sobre distribución de frecuencias establecidos en los países en donde se haya desarrollado esa rama de las radiocomunicaciones”, de donde se desprende, en forma indudable, que se refiere a servicios inalámbricos. El artículo 10 de la Ley N° 1758 dice textualmente: “Es servicio de radiodifusión el que, mediante emisiones sonoras o visuales—televisión—trasmite directamente al público programas culturales, educativos, artísticos, informativos o de entretenimiento, que respondan al interés general”. La Procuraduría General de la República, en exposición acogida por los demandados, analizando el artículo 10, llega a las siguientes conclusiones: Que la ley, al definir los servicios de radiodifusión, lo refiere a dos condiciones fundamentales: 1ª, que se trata de emisiones sonoras o visuales; y 2ª, que se transmitan directamente al público, sin hacer mención de si esas emisiones deban serlo por medio de ondas o cables, y que por consiguiente, basta que se produzcan y vayan al público para que participen de la condición de servicios de radiodifusión, con los cuales se identifican y confunden. No es aceptable esta argumentación, pues la ley expresamente habla de servicios de radiodifusión. Radiodifusión, de acuerdo con el Diccionario de la Real Academia Española, es “emisión radiotelefónica destinada al público”, y “radiotelefonía”, según el mismo diccionario, es “sistema de comunicación telefónica por medio de ondas hertzianas”. De acuerdo con lo anterior, servicios de radiodifusión son únicamente los que se transmiten por medio de las ondas hertzianas, y no los que se hacen empleando alambres o cables. A mayor abundancia, véase el dictamen del perito ingeniero E. Ricardo Truque, en el que afirma como conclusión “que la televisión a circuito cerrado no es servicio de radiodifusión”.
No ha existido, pues, causa justa para rechazar la solicitud del recurrente para que se le permita efectuar trasmisiones de televisión en circuito cerrado, entendiéndose por tal el que se opera únicamente mediante el uso de cables o alambres, y no por medio de antena, ya que por no tratarse de un servicio inalámbrico, le son inaplicables las disposiciones de la Ley N° 1758 tantas veces citada. Dicha negativa resulta violatoria de los artículos 46 y 56 de la Constitución Política, respecto del primero, en cuanto restringe la libertad de comercio, y con relación al segundo, en cuanto choca con el principio allí consignado de que el Estado garantiza el derecho de libre elección del trabajo. Por todas las razones expuestas se dispuso, de conformidad con el artículo 15 de la Ley de Amparo, declarar con lugar el presente recurso y hacerlo saber así a los señores Presidente de la República y Ministro de Gobernación, para los efectos de los artículos 15 y 16 de la Ley de Amparo.

Los Magistrados Ramírez y Jugo se pronunciaron por declarar sin lugar el recurso, con base en las siguientes razones: “El artículo 6° de la Ley N° 1758 de 19 de junio de 1954 expresa que corresponde al Poder Ejecutivo el otorgamiento y cancelación de licencias para operar—entre otras que enumera—estaciones de radiotelevisión (sin hacer distingos dicho artículo entre las que trasmitan por medio de antena o de cable o en circuito cerrado o abierto). Por otra parte, el artículo 9 ibídem dice que el Ministerio de Gobernación “elaborará”—sin fijar plazo para ello—un Reglamento… “en el ramo de Televisión”, Reglamento que todavía no ha sido elaborado. La única solución legal y, al mismo tiempo, razonable, del punto en cuestión es la de declarar sin lugar el recurso, puesto que, mientras no exista Reglamento, no está obligado el Ministerio a otorgar licencias—ya que no puede determinarse qué requisitos deben llenar los que las soliciten—, como lo declaró la Corte al resolver el recurso anterior. Pero, eso sí, debe instarse formalmente al Poder Ejecutivo a dictar el Reglamento mencionado a la mayor brevedad posible, para evitar la paralización de las actividades relacionadas con la materia en examen”.
